
Tema 40 - Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales: Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre: 
Disposiciones generales. Principios de protección de datos. 

Derechos de las personas. Derechos digitales. Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 

2016 relativo a la protección de las personas físicas en lo que 
respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación 

de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE 
(Reglamento general de protección de datos): Disposiciones 

generales. Principios. Derechos del interesado. 
 
 

Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 
y garantía de los derechos digitales 

 
 

TÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto de la ley. 

La presente ley orgánica tiene por objeto: 

a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y el Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de sus datos personales y a la libre circulación de estos 
datos, y completar sus disposiciones. 

El derecho fundamental de las personas físicas a la protección de datos 
personales, amparado por el artículo 18.4 de la Constitución, se ejercerá 
con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta 
ley orgánica. 

b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al 
mandato establecido en el artículo 18.4 de la Constitución. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los 
artículos 89 a 94. 



1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la 
presente ley orgánica se aplica a cualquier tratamiento total o 
parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento 
no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser 
incluidos en un fichero. 

2. Esta ley orgánica no será de aplicación: 

a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del 
Reglamento general de protección de datos por su artículo 2.2, sin 
perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo. 

b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de 
lo establecido en el artículo 3. 

c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de 
materias clasificadas. 

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el 
Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a actividades no comprendidas en 
el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo 
dispuesto en su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por 
lo establecido en el citado reglamento y en la presente ley orgánica. Se 
encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos realizados al 
amparo de la legislación orgánica del régimen electoral general, los 
tratamientos realizados en el ámbito de instituciones penitenciarias y los 
tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de la Propiedad y 
Mercantiles. 

4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación 
por los órganos judiciales de los procesos de los que sean competentes, 
así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina Judicial, se regirán 
por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente ley 
orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 
1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables. 

5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación 
por el Ministerio Fiscal de los procesos de los que sea competente, así 
como el realizado con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, 
se regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente 
Ley Orgánica, sin perjuicio de las disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 
de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la 



Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas 
procesales que le sean aplicables. 

Artículo 3. Datos de las personas fallecidas. 

1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de 
hecho así como sus herederos podrán dirigirse al responsable o encargado 
del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos personales de 
aquella y, en su caso, su rectificación o supresión. 

Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo anterior 
no podrán acceder a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o 
supresión, cuando la persona fallecida lo hubiese prohibido expresamente 
o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará al derecho de los 
herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante. 

2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado 
expresamente para ello podrán también solicitar, con arreglo a las 
instrucciones recibidas, el acceso a los datos personales de este y, en su 
caso su rectificación o supresión. 

Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para 
acreditar la validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su 
caso, el registro de los mismos. 

3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán 
ejercerse también por sus representantes legales o, en el marco de sus 
competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a 
instancia de cualquier persona física o jurídica interesada. 

En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas 
facultades también podrán ejercerse, además de por quienes señala el 
párrafo anterior, por quienes hubiesen sido designados para el ejercicio de 
funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en 
las medidas de apoyo prestadas por el designado. 

TÍTULO II 

Principios de protección de datos 

Artículo 4. Exactitud de los datos. 

1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos 
serán exactos y, si fuere necesario, actualizados. 



2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 
2016/679, no será imputable al responsable del tratamiento, siempre que 
este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o 
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con 
respecto a los fines para los que se tratan, cuando los datos inexactos: 

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del 
afectado. 

b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o 
intermediario en caso de que las normas aplicables al sector de actividad 
al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la 
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en 
nombre propio los datos de los afectados para su transmisión al 
responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades 
que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de 
datos que no se correspondan con los facilitados por el afectado. 

c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos 
recibido de otro responsable en virtud del ejercicio por el afectado del 
derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE) 
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica. 

d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable. 

Artículo 5. Deber de confidencialidad. 

1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como 
todas las personas que intervengan en cualquier fase de este estarán 
sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del 
Reglamento (UE) 2016/679. 

2. La obligación general señalada en el apartado anterior será 
complementaria de los deberes de secreto profesional de conformidad con 
su normativa aplicable. 

3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se 
mantendrán aun cuando hubiese finalizado la relación del obligado con el 
responsable o encargado del tratamiento. 

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado. 

1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento 
(UE) 2016/679, se entiende por consentimiento del afectado toda 



manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la 
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción 
afirmativa, el tratamiento de datos personales que le conciernen. 

2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el 
consentimiento del afectado para una pluralidad de finalidades será 
preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho 
consentimiento se otorga para todas ellas. 

3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado 
consienta el tratamiento de los datos personales para finalidades que no 
guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación 
contractual. 

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad. 

1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad 
únicamente podrá fundarse en su consentimiento cuando sea mayor de 
catorce años. 

Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de los 
titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o 
negocio jurídico en cuyo contexto se recaba el consentimiento para el 
tratamiento. 

2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado 
en el consentimiento, solo será lícito si consta el del titular de la patria 
potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria 
potestad o tutela. 

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés 
público o ejercicio de poderes públicos. 

1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado 
en el cumplimiento de una obligación legal exigible al responsable, en los 
términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679, 
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una 
norma con rango de ley, que podrá determinar las condiciones generales 
del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las 
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la 
obligación legal. Dicha norma podrá igualmente imponer condiciones 
especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales 
de seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 
2016/679. 



2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado 
en el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el 
ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos 
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando 
derive de una competencia atribuida por una norma con rango de ley. 

Artículo 9. Categorías especiales de datos. 

1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin 
de evitar situaciones discriminatorias, el solo consentimiento del afectado 
no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya 
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, 
orientación sexual, creencias u origen racial o étnico. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de 
dichos datos al amparo de los restantes supuestos contemplados en el 
artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así proceda. 

2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del 
artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679 fundados en el Derecho 
español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que 
podrá establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y 
confidencialidad. 

En particular, dicha norma podrá amparar el tratamiento de datos en el 
ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y 
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución 
de un contrato de seguro del que el afectado sea parte. 

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal. 

1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e 
infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y 
de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, 
investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o de 
ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo cuando se 
encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley 
orgánica o en otras normas de rango legal. 

2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones 
penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad 
conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, 
podrá realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema 
de registros administrativos de apoyo a la Administración de Justicia. 



3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los 
tratamientos de datos referidos a condenas e infracciones penales, así 
como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo 
serán posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores 
y tengan por objeto recoger la información facilitada por sus clientes para 
el ejercicio de sus funciones. 

TÍTULO III 

Derechos de las personas 

CAPÍTULO I 

Transparencia e información 

Artículo 11. Transparencia e información al afectado. 

1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el 
responsable del tratamiento podrá dar cumplimiento al deber de 
información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 
facilitando al afectado la información básica a la que se refiere el apartado 
siguiente e indicándole una dirección electrónica u otro medio que permita 
acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. 

2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá 
contener, al menos: 

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, 
en su caso. 

b) La finalidad del tratamiento. 

c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 
15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679. 

Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la 
elaboración de perfiles, la información básica comprenderá asimismo esta 
circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su 
derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales 
automatizadas que produzcan efectos jurídicos sobre él o le afecten 
significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679. 



3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del 
afectado, el responsable podrá dar cumplimiento al deber de información 
establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando a 
aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole 
una dirección electrónica u otro medio que permita acceder de forma 
sencilla e inmediata a la restante información. 

En estos supuestos, la información básica incluirá también: 

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento. 

b) Las fuentes de las que procedieran los datos. 

CAPÍTULO II 

Ejercicio de los derechos 

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los 
derechos. 

1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento 
(UE) 2016/679, podrán ejercerse directamente o por medio de 
representante legal o voluntario. 

2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al 
afectado sobre los medios a su disposición para ejercer los derechos que 
le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el 
afectado. El ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo 
motivo de optar el afectado por otro medio. 

3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las 
solicitudes de ejercicio formuladas por los afectados de sus derechos si así 
se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule. 

4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de 
ejercicio de sus derechos formulado por el afectado recaerá sobre el 
responsable. 

5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos 
establezcan un régimen especial que afecte al ejercicio de los derechos 
previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo 
dispuesto en aquellas. 

6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar 
en nombre y representación de los menores de catorce años los derechos 



de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros que 
pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica. 

7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable 
del tratamiento para atender las solicitudes de ejercicio de estos 
derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del 
Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de 
esta ley orgánica. 

Artículo 13. Derecho de acceso. 

1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 15 del Reglamento (UE) 2016/679. 

Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al 
afectado y este ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a 
todos o a una parte de los datos, el responsable podrá solicitarle, antes 
de facilitar la información, que el afectado especifique los datos o 
actividades de tratamiento a los que se refiere la solicitud. 

2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del 
tratamiento facilitara al afectado un sistema de acceso remoto, directo y 
seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el 
acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable 
al afectado del modo en que este podrá acceder a dicho sistema bastará 
para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. 

No obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la 
información referida a los extremos previstos en el artículo 15.1 del 
Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso 
remoto. 

3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 
2016/679 se podrá considerar repetitivo el ejercicio del derecho de acceso 
en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que 
exista causa legítima para ello. 

4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que 
suponga un coste desproporcionado, la solicitud será considerada 
excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su 
elección comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del 
tratamiento la satisfacción del derecho de acceso sin dilaciones indebidas. 

Artículo 14. Derecho de rectificación. 



Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del 
Reglamento (UE) 2016/679, el afectado deberá indicar en su solicitud a 
qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá 
acompañar, cuando sea preciso, la documentación justificativa de la 
inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto de tratamiento. 

Artículo 15. Derecho de supresión. 

1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 17 del Reglamento (UE) 2016/679. 

2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición 
con arreglo al artículo 21.2 del Reglamento (UE) 2016/679, el responsable 
podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con el fin 
de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa. 

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento. 

1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 18 del Reglamento (UE) 2016/679. 

2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado 
debe constar claramente en los sistemas de información del responsable. 

Artículo 17. Derecho a la portabilidad. 

El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido 
en el artículo 20 del Reglamento (UE) 2016/679. 

Artículo 18. Derecho de oposición. 

El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las 
decisiones individuales automatizadas, incluida la realización de perfiles, 
se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los 
artículos 21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679. 

 

TÍTULO X 

Garantía de los derechos digitales 

Artículo 79. Los derechos en la Era digital. 



Los derechos y libertades consagrados en la Constitución y en los 
Tratados y Convenios Internacionales en que España sea parte son 
plenamente aplicables en Internet. Los prestadores de servicios de la 
sociedad de la información y los proveedores de servicios de Internet 
contribuirán a garantizar su aplicación. 

Artículo 80. Derecho a la neutralidad de Internet. 

Los usuarios tienen derecho a la neutralidad de Internet. Los 
proveedores de servicios de Internet proporcionarán una oferta 
transparente de servicios sin discriminación por motivos técnicos o 
económicos. 

Artículo 81. Derecho de acceso universal a Internet. 

1. Todos tienen derecho a acceder a Internet independientemente de 
su condición personal, social, económica o geográfica. 

2. Se garantizará un acceso universal, asequible, de calidad y no 
discriminatorio para toda la población. 

3. El acceso a Internet de hombres y mujeres procurará la superación 
de la brecha de género tanto en el ámbito personal como laboral. 

4. El acceso a Internet procurará la superación de la brecha 
generacional mediante acciones dirigidas a la formación y el acceso a las 
personas mayores. 

5. La garantía efectiva del derecho de acceso a Internet atenderá la 
realidad específica de los entornos rurales. 

6. El acceso a Internet deberá garantizar condiciones de igualdad para 
las personas que cuenten con necesidades especiales. 

Artículo 82. Derecho a la seguridad digital. 

Los usuarios tienen derecho a la seguridad de las comunicaciones que 
transmitan y reciban a través de Internet. Los proveedores de servicios de 
Internet informarán a los usuarios de sus derechos. 

Artículo 83. Derecho a la educación digital. 

1. El sistema educativo garantizará la plena inserción del alumnado en 
la sociedad digital y el aprendizaje de un consumo responsable y un uso 
crítico y seguro de los medios digitales y respetuoso con la dignidad 



humana, la justicia social y la sostenibilidad medioambiental, los valores 
constitucionales, los derechos fundamentales y, particularmente con el 
respeto y la garantía de la intimidad personal y familiar y la protección de 
datos personales. Las actuaciones realizadas en este ámbito tendrán 
carácter inclusivo, en particular en lo que respecta al alumnado con 
necesidades educativas especiales. 

Las Administraciones educativas deberán incluir en el desarrollo del 
currículo la competencia digital a la que se refiere el apartado anterior, así 
como los elementos relacionados con las situaciones de riesgo derivadas 
de la inadecuada utilización de las TIC, con especial atención a las 
situaciones de violencia en la red. 

2. El profesorado recibirá las competencias digitales y la formación 
necesaria para la enseñanza y transmisión de los valores y derechos 
referidos en el apartado anterior. 

3. Los planes de estudio de los títulos universitarios, en especial, 
aquellos que habiliten para el desempeño profesional en la formación del 
alumnado, garantizarán la formación en el uso y seguridad de los medios 
digitales y en la garantía de los derechos fundamentales en Internet. 

4. Las Administraciones Públicas incorporarán a los temarios de las 
pruebas de acceso a los cuerpos superiores y a aquéllos en que 
habitualmente se desempeñen funciones que impliquen el acceso a datos 
personales materias relacionadas con la garantía de los derechos digitales 
y en particular el de protección de datos. 

Artículo 84. Protección de los menores en Internet. 

1. Los padres, madres, tutores, curadores o representantes legales 
procurarán que los menores de edad hagan un uso equilibrado y 
responsable de los dispositivos digitales y de los servicios de la sociedad 
de la información a fin de garantizar el adecuado desarrollo de su 
personalidad y preservar su dignidad y sus derechos fundamentales. 

2. La utilización o difusión de imágenes o información personal de 
menores en las redes sociales y servicios de la sociedad de la información 
equivalentes que puedan implicar una intromisión ilegítima en sus 
derechos fundamentales determinará la intervención del Ministerio Fiscal, 
que instará las medidas cautelares y de protección previstas en la Ley 
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de Protección Jurídica del Menor. 

Artículo 85. Derecho de rectificación en Internet. 



1. Todos tienen derecho a la libertad de expresión en Internet. 

2. Los responsables de redes sociales y servicios equivalentes 
adoptarán protocolos adecuados para posibilitar el ejercicio del derecho 
de rectificación ante los usuarios que difundan contenidos que atenten 
contra el derecho al honor, la intimidad personal y familiar en Internet y el 
derecho a comunicar o recibir libremente información veraz, atendiendo a 
los requisitos y procedimientos previstos en la Ley Orgánica 2/1984, de 
26 de marzo, reguladora del derecho de rectificación. 

Cuando los medios de comunicación digitales deban atender la solicitud 
de rectificación formulada contra ellos deberán proceder a la publicación 
en sus archivos digitales de un aviso aclaratorio que ponga de manifiesto 
que la noticia original no refleja la situación actual del individuo. Dicho 
aviso deberá aparecer en lugar visible junto con la información original. 

Artículo 86. Derecho a la actualización de informaciones en 
medios de comunicación digitales. 

Toda persona tiene derecho a solicitar motivadamente de los medios 
de comunicación digitales la inclusión de un aviso de actualización 
suficientemente visible junto a las noticias que le conciernan cuando la 
información contenida en la noticia original no refleje su situación actual 
como consecuencia de circunstancias que hubieran tenido lugar después 
de la publicación, causándole un perjuicio. 

En particular, procederá la inclusión de dicho aviso cuando las 
informaciones originales se refieran a actuaciones policiales o judiciales 
que se hayan visto afectadas en beneficio del interesado como 
consecuencia de decisiones judiciales posteriores. En este caso, el aviso 
hará referencia a la decisión posterior. 

Artículo 87. Derecho a la intimidad y uso de dispositivos digitales 
en el ámbito laboral. 

1. Los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la 
protección de su intimidad en el uso de los dispositivos digitales puestos a 
su disposición por su empleador. 

2. El empleador podrá acceder a los contenidos derivados del uso de 
medios digitales facilitados a los trabajadores a los solos efectos de 
controlar el cumplimiento de las obligaciones laborales o estatutarias y de 
garantizar la integridad de dichos dispositivos. 



3. Los empleadores deberán establecer criterios de utilización de los 
dispositivos digitales respetando en todo caso los estándares mínimos de 
protección de su intimidad de acuerdo con los usos sociales y los derechos 
reconocidos constitucional y legalmente. En su elaboración deberán 
participar los representantes de los trabajadores. 

El acceso por el empleador al contenido de dispositivos digitales 
respecto de los que haya admitido su uso con fines privados requerirá que 
se especifiquen de modo preciso los usos autorizados y se establezcan 
garantías para preservar la intimidad de los trabajadores, tales como, en 
su caso, la determinación de los períodos en que los dispositivos podrán 
utilizarse para fines privados. 

Los trabajadores deberán ser informados de los criterios de utilización 
a los que se refiere este apartado. 

Artículo 88. Derecho a la desconexión digital en el ámbito laboral. 

1. Los trabajadores y los empleados públicos tendrán derecho a la 
desconexión digital a fin de garantizar, fuera del tiempo de trabajo legal o 
convencionalmente establecido, el respeto de su tiempo de descanso, 
permisos y vacaciones, así como de su intimidad personal y familiar. 

2. Las modalidades de ejercicio de este derecho atenderán a la 
naturaleza y objeto de la relación laboral, potenciarán el derecho a la 
conciliación de la actividad laboral y la vida personal y familiar y se 
sujetarán a lo establecido en la negociación colectiva o, en su defecto, a 
lo acordado entre la empresa y los representantes de los trabajadores. 

3. El empleador, previa audiencia de los representantes de los 
trabajadores, elaborará una política interna dirigida a trabajadores, 
incluidos los que ocupen puestos directivos, en la que definirán las 
modalidades de ejercicio del derecho a la desconexión y las acciones de 
formación y de sensibilización del personal sobre un uso razonable de las 
herramientas tecnológicas que evite el riesgo de fatiga informática. En 
particular, se preservará el derecho a la desconexión digital en los 
supuestos de realización total o parcial del trabajo a distancia así como en 
el domicilio del empleado vinculado al uso con fines laborales de 
herramientas tecnológicas. 

Artículo 89. Derecho a la intimidad frente al uso de dispositivos de 
videovigilancia y de grabación de sonidos en el lugar de trabajo. 



1. Los empleadores podrán tratar las imágenes obtenidas a través de 
sistemas de cámaras o videocámaras para el ejercicio de las funciones de 
control de los trabajadores o los empleados públicos previstas, 
respectivamente, en el artículo 20.3 del Estatuto de los Trabajadores y en 
la legislación de función pública, siempre que estas funciones se ejerzan 
dentro de su marco legal y con los límites inherentes al mismo. Los 
empleadores habrán de informar con carácter previo, y de forma expresa, 
clara y concisa, a los trabajadores o los empleados públicos y, en su caso, 
a sus representantes, acerca de esta medida. 

En el supuesto de que se haya captado la comisión flagrante de un 
acto ilícito por los trabajadores o los empleados públicos se entenderá 
cumplido el deber de informar cuando existiese al menos el dispositivo al 
que se refiere el artículo 22.4 de esta ley orgánica. 

2. En ningún caso se admitirá la instalación de sistemas de grabación 
de sonidos ni de videovigilancia en lugares destinados al descanso o 
esparcimiento de los trabajadores o los empleados públicos, tales como 
vestuarios, aseos, comedores y análogos. 

3. La utilización de sistemas similares a los referidos en los apartados 
anteriores para la grabación de sonidos en el lugar de trabajo se admitirá 
únicamente cuando resulten relevantes los riesgos para la seguridad de 
las instalaciones, bienes y personas derivados de la actividad que se 
desarrolle en el centro de trabajo y siempre respetando el principio de 
proporcionalidad, el de intervención mínima y las garantías previstas en 
los apartados anteriores. La supresión de los sonidos conservados por 
estos sistemas de grabación se realizará atendiendo a lo dispuesto en el 
apartado 3 del artículo 22 de esta ley. 

Artículo 90. Derecho a la intimidad ante la utilización de sistemas 
de geolocalización en el ámbito laboral. 

1. Los empleadores podrán tratar los datos obtenidos a través de 
sistemas de geolocalización para el ejercicio de las funciones de control de 
los trabajadores o los empleados públicos previstas, respectivamente, en 
el artículo 20.3 del Estatuto de los Trabajadores y en la legislación de 
función pública, siempre que estas funciones se ejerzan dentro de su 
marco legal y con los límites inherentes al mismo. 

2. Con carácter previo, los empleadores habrán de informar de forma 
expresa, clara e inequívoca a los trabajadores o los empleados públicos y, 
en su caso, a sus representantes, acerca de la existencia y características 
de estos dispositivos. Igualmente deberán informarles acerca del posible 



ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, limitación del 
tratamiento y supresión. 

Artículo 91. Derechos digitales en la negociación colectiva. 

Los convenios colectivos podrán establecer garantías adicionales de los 
derechos y libertades relacionados con el tratamiento de los datos 
personales de los trabajadores y la salvaguarda de derechos digitales en 
el ámbito laboral. 

Artículo 92. Protección de datos de los menores en Internet. 

Los centros educativos y cualesquiera personas físicas o jurídicas que 
desarrollen actividades en las que participen menores de edad 
garantizarán la protección del interés superior del menor y sus derechos 
fundamentales, especialmente el derecho a la protección de datos 
personales, en la publicación o difusión de sus datos personales a través 
de servicios de la sociedad de la información. 

Cuando dicha publicación o difusión fuera a tener lugar a través de 
servicios de redes sociales o servicios equivalentes deberán contar con el 
consentimiento del menor o sus representantes legales, conforme a lo 
prescrito en el artículo 7 de esta ley orgánica. 

Artículo 93. Derecho al olvido en búsquedas de Internet. 

1. Toda persona tiene derecho a que los motores de búsqueda en 
Internet eliminen de las listas de resultados que se obtuvieran tras una 
búsqueda efectuada a partir de su nombre los enlaces publicados que 
contuvieran información relativa a esa persona cuando fuesen 
inadecuados, inexactos, no pertinentes, no actualizados o excesivos o 
hubieren devenido como tales por el transcurso del tiempo, teniendo en 
cuenta los fines para los que se recogieron o trataron, el tiempo 
transcurrido y la naturaleza e interés público de la información. 

Del mismo modo deberá procederse cuando las circunstancias 
personales que en su caso invocase el afectado evidenciasen la 
prevalencia de sus derechos sobre el mantenimiento de los enlaces por el 
servicio de búsqueda en Internet. 

Este derecho subsistirá aun cuando fuera lícita la conservación de la 
información publicada en el sitio web al que se dirigiera el enlace y no se 
procediese por la misma a su borrado previo o simultáneo. 



2. El ejercicio del derecho al que se refiere este artículo no impedirá el 
acceso a la información publicada en el sitio web a través de la utilización 
de otros criterios de búsqueda distintos del nombre de quien ejerciera el 
derecho. 

Artículo 94. Derecho al olvido en servicios de redes sociales y 
servicios equivalentes. 

1. Toda persona tiene derecho a que sean suprimidos, a su simple 
solicitud, los datos personales que hubiese facilitado para su publicación 
por servicios de redes sociales y servicios de la sociedad de la información 
equivalentes. 

2. Toda persona tiene derecho a que sean suprimidos los datos 
personales que le conciernan y que hubiesen sido facilitados por terceros 
para su publicación por los servicios de redes sociales y servicios de la 
sociedad de la información equivalentes cuando fuesen inadecuados, 
inexactos, no pertinentes, no actualizados o excesivos o hubieren 
devenido como tales por el transcurso del tiempo, teniendo en cuenta los 
fines para los que se recogieron o trataron, el tiempo transcurrido y la 
naturaleza e interés público de la información. 

Del mismo modo deberá procederse a la supresión de dichos datos 
cuando las circunstancias personales que en su caso invocase el afectado 
evidenciasen la prevalencia de sus derechos sobre el mantenimiento de 
los datos por el servicio. 

Se exceptúan de lo dispuesto en este apartado los datos que hubiesen 
sido facilitados por personas físicas en el ejercicio de actividades 
personales o domésticas. 

3. En caso de que el derecho se ejercitase por un afectado respecto de 
datos que hubiesen sido facilitados al servicio, por él o por terceros, 
durante su minoría de edad, el prestador deberá proceder sin dilación a 
su supresión por su simple solicitud, sin necesidad de que concurran las 
circunstancias mencionadas en el apartado 2. 

Artículo 95. Derecho de portabilidad en servicios de redes sociales 
y servicios equivalentes. 

Los usuarios de servicios de redes sociales y servicios de la sociedad 
de la información equivalentes tendrán derecho a recibir y transmitir los 
contenidos que hubieran facilitado a los prestadores de dichos servicios, 
así como a que los prestadores los transmitan directamente a otro 



prestador designado por el usuario, siempre que sea técnicamente 
posible. 

Los prestadores podrán conservar, sin difundirla a través de Internet, 
copia de los contenidos cuando dicha conservación sea necesaria para el 
cumplimiento de una obligación legal. 

Artículo 96. Derecho al testamento digital. 

1. El acceso a contenidos gestionados por prestadores de servicios de 
la sociedad de la información sobre personas fallecidas se regirá por las 
siguientes reglas: 

a) Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de 
hecho, así como sus herederos podrán dirigirse a los prestadores de 
servicios de la sociedad de la información al objeto de acceder a dichos 
contenidos e impartirles las instrucciones que estimen oportunas sobre su 
utilización, destino o supresión. 

Como excepción, las personas mencionadas no podrán acceder a los 
contenidos del causante, ni solicitar su modificación o eliminación, cuando 
la persona fallecida lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca 
una ley. Dicha prohibición no afectará al derecho de los herederos a 
acceder a los contenidos que pudiesen formar parte del caudal relicto. 

b) El albacea testamentario así como aquella persona o institución a la 
que el fallecido hubiese designado expresamente para ello también podrá 
solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los 
contenidos con vistas a dar cumplimiento a tales instrucciones. 

c) En caso de personas fallecidas menores de edad, estas facultades 
podrán ejercerse también por sus representantes legales o, en el marco 
de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o 
a instancia de cualquier persona física o jurídica interesada. 

d) En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas 
facultades podrán ejercerse también, además de por quienes señala la 
letra anterior, por quienes hubiesen sido designados para el ejercicio de 
funciones de apoyo si tales facultades se entendieran comprendidas en las 
medidas de apoyo prestadas por el designado. 

2. Las personas legitimadas en el apartado anterior podrán decidir 
acerca del mantenimiento o eliminación de los perfiles personales de 
personas fallecidas en redes sociales o servicios equivalentes, a menos 



que el fallecido hubiera decidido acerca de esta circunstancia, en cuyo 
caso se estará a sus instrucciones. 

El responsable del servicio al que se le comunique, con arreglo al 
párrafo anterior, la solicitud de eliminación del perfil, deberá proceder sin 
dilación a la misma. 

3. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones 
para acreditar la validez y vigencia de los mandatos e instrucciones y, en 
su caso, el registro de los mismos, que podrá coincidir con el previsto en 
el artículo 3 de esta ley orgánica. 

4. Lo establecido en este artículo en relación con las personas 
fallecidas en las comunidades autónomas con derecho civil, foral o 
especial, propio se regirá por lo establecido por estas dentro de su ámbito 
de aplicación. 

Artículo 97. Políticas de impulso de los derechos digitales. 

1. El Gobierno, en colaboración con las comunidades autónomas, 
elaborará un Plan de Acceso a Internet con los siguientes objetivos: 

a) superar las brechas digitales y garantizar el acceso a Internet de 
colectivos vulnerables o con necesidades especiales y de entornos 
familiares y sociales económicamente desfavorecidos mediante, entre 
otras medidas, un bono social de acceso a Internet; 

b) impulsar la existencia de espacios de conexión de acceso público; y 

c) fomentar medidas educativas que promuevan la formación en 
competencias y habilidades digitales básicas a personas y colectivos en 
riesgo de exclusión digital y la capacidad de todas las personas para 
realizar un uso autónomo y responsable de Internet y de las tecnologías 
digitales. 

2. Asimismo se aprobará un Plan de Actuación dirigido a promover las 
acciones de formación, difusión y concienciación necesarias para lograr 
que los menores de edad hagan un uso equilibrado y responsable de los 
dispositivos digitales y de las redes sociales y de los servicios de la 
sociedad de la información equivalentes de Internet con la finalidad de 
garantizar su adecuado desarrollo de la personalidad y de preservar su 
dignidad y derechos fundamentales. 



3. El Gobierno presentará un informe anual ante la comisión 
parlamentaria correspondiente del Congreso de los Diputados en el que se 
dará cuenta de la evolución de los derechos, garantías y mandatos 
contemplados en el presente Título y de las medidas necesarias para 
promover su impulso y efectividad. 

 
Derechos de las personas. Derechos digitales. Reglamento (UE) 2016/679 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de abril de 2016 relativo a la 

protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la 

Directiva 95/46/CE 
 

CAPÍTULO I 

Disposiciones generales 

Artículo 1. Objeto. 

1. El presente Reglamento establece las normas relativas a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de los 
datos personales y las normas relativas a la libre circulación de tales 
datos. 

2. El presente Reglamento protege los derechos y libertades 
fundamentales de las personas físicas y, en particular, su derecho a la 
protección de los datos personales. 

3. La libre circulación de los datos personales en la Unión no podrá 
ser restringida ni prohibida por motivos relacionados con la protección de 
las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales. 

Artículo 2. Ámbito de aplicación material. 

1. El presente Reglamento se aplica al tratamiento total o 
parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento 
no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser 
incluidos en un fichero. 

2. El presente Reglamento no se aplica al tratamiento de datos 
personales: 



a) en el ejercicio de una actividad no comprendida en el ámbito de 
aplicación del Derecho de la Unión; 

b) por parte de los Estados miembros cuando lleven a cabo 
actividades comprendidas en el ámbito de aplicación del capítulo 2 del 
título V del TUE; 

c) efectuado por una persona física en el ejercicio de actividades 
exclusivamente personales o domésticas; 

d) por parte de las autoridades competentes con fines de prevención, 
investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales, o de 
ejecución de sanciones penales, incluida la de protección frente a 
amenazas a la seguridad pública y su prevención. 

3. El Reglamento (CE) n.º 45/2001 es de aplicación al tratamiento de 
datos de carácter personal por parte de las instituciones, órganos y 
organismos de la Unión. El Reglamento (CE) n.º 45/2001 y otros actos 
jurídicos de la Unión aplicables a dicho tratamiento de datos de carácter 
personal se adaptarán a los principios y normas del presente Reglamento 
de conformidad con su artículo 98. 

4. El presente Reglamento se entenderá sin perjuicio de la aplicación 
de la Directiva 2000/31/CE, en particular sus normas relativas a la 
responsabilidad de los prestadores de servicios intermediarios 
establecidas en sus artículos 12 a 15. 

Artículo 3. Ámbito territorial. 

1. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos 
personales en el contexto de las actividades de un establecimiento del 
responsable o del encargado en la Unión, independientemente de que el 
tratamiento tenga lugar en la Unión o no. 

2. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos 
personales de interesados que residan en la Unión por parte de un 
responsable o encargado no establecido en la Unión, cuando las 
actividades de tratamiento estén relacionadas con: 

a) la oferta de bienes o servicios a dichos interesados en la Unión, 
independientemente de si a estos se les requiere su pago, o 

b) el control de su comportamiento, en la medida en que este tenga 
lugar en la Unión. 



3. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos 
personales por parte de un responsable que no esté establecido en la 
Unión sino en un lugar en que el Derecho de los Estados miembros sea de 
aplicación en virtud del Derecho internacional público. 

Artículo 4. Definiciones. 

A efectos del presente Reglamento se entenderá por: 

1) «datos personales»: toda información sobre una persona física 
identificada o identificable («el interesado»); se considerará persona física 
identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o 
indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo 
un nombre, un número de identificación, datos de localización, un 
identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad 
física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha 
persona; 

2) «tratamiento»: cualquier operación o conjunto de operaciones 
realizadas sobre datos personales o conjuntos de datos personales, ya sea 
por procedimientos automatizados o no, como la recogida, registro, 
organización, estructuración, conservación, adaptación o modificación, 
extracción, consulta, utilización, comunicación por transmisión, difusión o 
cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o interconexión, 
limitación, supresión o destrucción; 

3) «limitación del tratamiento»: el marcado de los datos de carácter 
personal conservados con el fin de limitar su tratamiento en el futuro; 

4) «elaboración de perfiles»: toda forma de tratamiento automatizado 
de datos personales consistente en utilizar datos personales para evaluar 
determinados aspectos personales de una persona física, en particular 
para analizar o predecir aspectos relativos al rendimiento profesional, 
situación económica, salud, preferencias personales, intereses, fiabilidad, 
comportamiento, ubicación o movimientos de dicha persona física; 

5) «seudonimización»: el tratamiento de datos personales de manera 
tal que ya no puedan atribuirse a un interesado sin utilizar información 
adicional, siempre que dicha información adicional figure por separado y 
esté sujeta a medidas técnicas y organizativas destinadas a garantizar 
que los datos personales no se atribuyan a una persona física identificada 
o identificable; 



6) «fichero»: todo conjunto estructurado de datos personales, 
accesibles con arreglo a criterios determinados, ya sea centralizado, 
descentralizado o repartido de forma funcional o geográfica; 

7) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la persona física o 
jurídica, autoridad pública, servicio u otro organismo que, solo o junto con 
otros, determine los fines y medios del tratamiento; si el Derecho de la 
Unión o de los Estados miembros determina los fines y medios del 
tratamiento, el responsable del tratamiento o los criterios específicos para 
su nombramiento podrá establecerlos el Derecho de la Unión o de los 
Estados miembros; 

8) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o 
jurídica, autoridad pública, servicio u otro organismo que trate datos 
personales por cuenta del responsable del tratamiento; 

9) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, 
servicio u otro organismo al que se comuniquen datos personales, se trate 
o no de un tercero. No obstante, no se considerarán destinatarios las 
autoridades públicas que puedan recibir datos personales en el marco de 
una investigación concreta de conformidad con el Derecho de la Unión o 
de los Estados miembros; el tratamiento de tales datos por dichas 
autoridades públicas será conforme con las normas en materia de 
protección de datos aplicables a los fines del tratamiento; 

10) «tercero»: persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u 
organismo distinto del interesado, del responsable del tratamiento, del 
encargado del tratamiento y de las personas autorizadas para tratar los 
datos personales bajo la autoridad directa del responsable o del 
encargado; 

11) «consentimiento del interesado»: toda manifestación de voluntad 
libre, específica, informada e inequívoca por la que el interesado acepta, 
ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el 
tratamiento de datos personales que le conciernen; 

12) «violación de la seguridad de los datos personales»: toda 
violación de la seguridad que ocasione la destrucción, pérdida o alteración 
accidental o ilícita de datos personales transmitidos, conservados o 
tratados de otra forma, o la comunicación o acceso no autorizados a 
dichos datos; 

13) «datos genéticos»: datos personales relativos a las características 
genéticas heredadas o adquiridas de una persona física que proporcionen 



una información única sobre la fisiología o la salud de esa persona, 
obtenidos en particular del análisis de una muestra biológica de tal 
persona; 

14) «datos biométricos»: datos personales obtenidos a partir de un 
tratamiento técnico específico, relativos a las características físicas, 
fisiológicas o conductuales de una persona física que permitan o 
confirmen la identificación única de dicha persona, como imágenes 
faciales o datos dactiloscópicos; 

15) «datos relativos a la salud»: datos personales relativos a la salud 
física o mental de una persona física, incluida la prestación de servicios de 
atención sanitaria, que revelen información sobre su estado de salud; 

16) «establecimiento principal»: 

a) en lo que se refiere a un responsable del tratamiento con 
establecimientos en más de un Estado miembro, el lugar de su 
administración central en la Unión, salvo que las decisiones sobre los fines 
y los medios del tratamiento se tomen en otro establecimiento del 
responsable en la Unión y este último establecimiento tenga el poder de 
hacer aplicar tales decisiones, en cuyo caso el establecimiento que haya 
adoptado tales decisiones se considerará establecimiento principal; 

b) en lo que se refiere a un encargado del tratamiento con 
establecimientos en más de un Estado miembro, el lugar de su 
administración central en la Unión o, si careciera de esta, el 
establecimiento del encargado en la Unión en el que se realicen las 
principales actividades de tratamiento en el contexto de las actividades de 
un establecimiento del encargado en la medida en que el encargado esté 
sujeto a obligaciones específicas con arreglo al presente Reglamento; 

17) «representante»: persona física o jurídica establecida en la Unión 
que, habiendo sido designada por escrito por el responsable o el 
encargado del tratamiento con arreglo al artículo 27, represente al 
responsable o al encargado en lo que respecta a sus respectivas 
obligaciones en virtud del presente Reglamento; 

18) «empresa»: persona física o jurídica dedicada a una actividad 
económica, independientemente de su forma jurídica, incluidas las 
sociedades o asociaciones que desempeñen regularmente una actividad 
económica; 



19) «grupo empresarial»: grupo constituido por una empresa que 
ejerce el control y sus empresas controladas; 

20) «normas corporativas vinculantes»: las políticas de protección de 
datos personales asumidas por un responsable o encargado del 
tratamiento establecido en el territorio de un Estado miembro para 
transferencias o un conjunto de transferencias de datos personales a un 
responsable o encargado en uno o más países terceros, dentro de un 
grupo empresarial o una unión de empresas dedicadas a una actividad 
económica conjunta; 

21) «autoridad de control»: la autoridad pública independiente 
establecida por un Estado miembro con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo 51; 

22) «autoridad de control interesada»: la autoridad de control a la 
que afecta el tratamiento de datos personales debido a que: 

a) el responsable o el encargado del tratamiento está establecido en 
el territorio del Estado miembro de esa autoridad de control; 

b) los interesados que residen en el Estado miembro de esa autoridad 
de control se ven sustancialmente afectados o es probable que se vean 
sustancialmente afectados por el tratamiento, o 

c) se ha presentado una reclamación ante esa autoridad de control; 

23) «tratamiento transfronterizo»: 

a) el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las 
actividades de establecimientos en más de un Estado miembro de un 
responsable o un encargado del tratamiento en la Unión, si el responsable 
o el encargado está establecido en más de un Estado miembro, o 

b) el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las 
actividades de un único establecimiento de un responsable o un 
encargado del tratamiento en la Unión, pero que afecta sustancialmente o 
es probable que afecte sustancialmente a interesados en más de un 
Estado miembro; 

24) «objeción pertinente y motivada»: la objeción a una propuesta de 
decisión sobre la existencia o no de infracción del presente Reglamento, o 
sobre la conformidad con el presente Reglamento de acciones previstas 
en relación con el responsable o el encargado del tratamiento, que 



demuestre claramente la importancia de los riesgos que entraña el 
proyecto de decisión para los derechos y libertades fundamentales de los 
interesados y, en su caso, para la libre circulación de datos personales 
dentro de la Unión; 

25) «servicio de la sociedad de la información»: todo servicio 
conforme a la definición del artículo 1, apartado 1, letra b), de la Directiva 
(UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo y del Consejo (19); 

(19) Directiva (UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de 
septiembre de 2015, por la que se establece un procedimiento de información en 
materia de reglamentaciones técnicas y de reglas relativas a los servicios de la sociedad 
de la información (DO L 241 de 17.9.2015, p. 1). 

26) «organización internacional»: una organización internacional y 
sus entes subordinados de Derecho internacional público o cualquier otro 
organismo creado mediante un acuerdo entre dos o más países o en 
virtud de tal acuerdo. 

CAPÍTULO II 

Principios 

Artículo 5. Principios relativos al tratamiento. 

1. Los datos personales serán: 

a) tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el 
interesado («licitud, lealtad y transparencia»); 

b) recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no 
serán tratados ulteriormente de manera incompatible con dichos fines; de 
acuerdo con el artículo 89, apartado 1, el tratamiento ulterior de los datos 
personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación 
científica e histórica o fines estadísticos no se considerará incompatible 
con los fines iniciales («limitación de la finalidad»); 

c) adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con 
los fines para los que son tratados («minimización de datos»); 

d) exactos y, si fuera necesario, actualizados; se adoptarán todas las 
medidas razonables para que se supriman o rectifiquen sin dilación los 
datos personales que sean inexactos con respecto a los fines para los que 
se tratan («exactitud»); 



e) mantenidos de forma que se permita la identificación de los 
interesados durante no más tiempo del necesario para los fines del 
tratamiento de los datos personales; los datos personales podrán 
conservarse durante períodos más largos siempre que se traten 
exclusivamente con fines de archivo en interés público, fines de 
investigación científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con 
el artículo 89, apartado 1, sin perjuicio de la aplicación de las medidas 
técnicas y organizativas apropiadas que impone el presente Reglamento a 
fin de proteger los derechos y libertades del interesado («limitación del 
plazo de conservación»); 

f) tratados de tal manera que se garantice una seguridad adecuada 
de los datos personales, incluida la protección contra el tratamiento no 
autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental, 
mediante la aplicación de medidas técnicas u organizativas apropiadas 
(«integridad y confidencialidad»). 

2. El responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento 
de lo dispuesto en el apartado 1 y capaz de demostrarlo («responsabilidad 
proactiva»). 

Artículo 6. Licitud del tratamiento. 

1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las 
siguientes condiciones: 

a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus 
datos personales para uno o varios fines específicos; 

b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el 
que el interesado es parte o para la aplicación a petición de este de 
medidas precontractuales; 

c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación 
legal aplicable al responsable del tratamiento; 

d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del 
interesado o de otra persona física; 

e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión 
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos 
conferidos al responsable del tratamiento; 



f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses 
legítimos perseguidos por el responsable del tratamiento o por un tercero, 
siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los 
derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la 
protección de datos personales, en particular cuando el interesado sea un 
niño. 

Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de aplicación al 
tratamiento realizado por las autoridades públicas en el ejercicio de sus 
funciones. 

2. Los Estados miembros podrán mantener o introducir disposiciones 
más específicas a fin de adaptar la aplicación de las normas del presente 
Reglamento con respecto al tratamiento en cumplimiento del apartado 1, 
letras c) y e), fijando de manera más precisa requisitos específicos de 
tratamiento y otras medidas que garanticen un tratamiento lícito y 
equitativo, con inclusión de otras situaciones específicas de tratamiento a 
tenor del capítulo IX. 

3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), 
deberá ser establecida por: 

a) el Derecho de la Unión, o 

b) el Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable 
del tratamiento. 

La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base 
jurídica o, en lo relativo al tratamiento a que se refiere el apartado 1, 
letra e), será necesaria para el cumplimiento de una misión realizada en 
interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al 
responsable del tratamiento. Dicha base jurídica podrá contener 
disposiciones específicas para adaptar la aplicación de normas del 
presente Reglamento, entre otras: las condiciones generales que rigen la 
licitud del tratamiento por parte del responsable; los tipos de datos objeto 
de tratamiento; los interesados afectados; las entidades a las que se 
pueden comunicar datos personales y los fines de tal comunicación; la 
limitación de la finalidad; los plazos de conservación de los datos, así 
como las operaciones y los procedimientos del tratamiento, incluidas las 
medidas para garantizar un tratamiento lícito y equitativo, como las 
relativas a otras situaciones específicas de tratamiento a tenor del 
capítulo IX. El Derecho de la Unión o de los Estados miembros cumplirá 



un objetivo de interés público y será proporcional al fin legítimo 
perseguido. 

4. Cuando el tratamiento para otro fin distinto de aquel para el que se 
recogieron los datos personales no esté basado en el consentimiento del 
interesado o en el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que 
constituya una medida necesaria y proporcional en una sociedad 
democrática para salvaguardar los objetivos indicados en el artículo 23, 
apartado 1, el responsable del tratamiento, con objeto de determinar si el 
tratamiento con otro fin es compatible con el fin para el cual se recogieron 
inicialmente los datos personales, tendrá en cuenta, entre otras cosas: 

a) cualquier relación entre los fines para los cuales se hayan recogido 
los datos personales y los fines del tratamiento ulterior previsto; 

b) el contexto en que se hayan recogido los datos personales, en 
particular por lo que respecta a la relación entre los interesados y el 
responsable del tratamiento; 

c) la naturaleza de los datos personales, en concreto cuando se traten 
categorías especiales de datos personales, de conformidad con el artículo 
9, o datos personales relativos a condenas e infracciones penales, de 
conformidad con el artículo 10; 

d) las posibles consecuencias para los interesados del tratamiento 
ulterior previsto; 

e) la existencia de garantías adecuadas, que podrán incluir el cifrado 
o la seudonimización. 

Artículo 7. Condiciones para el consentimiento. 

1. Cuando el tratamiento se base en el consentimiento del interesado, 
el responsable deberá ser capaz de demostrar que aquel consintió el 
tratamiento de sus datos personales. 

2. Si el consentimiento del interesado se da en el contexto de una 
declaración escrita que también se refiera a otros asuntos, la solicitud de 
consentimiento se presentará de tal forma que se distinga claramente de 
los demás asuntos, de forma inteligible y de fácil acceso y utilizando un 
lenguaje claro y sencillo. No será vinculante ninguna parte de la 
declaración que constituya infracción del presente Reglamento. 

3. El interesado tendrá derecho a retirar su consentimiento en 
cualquier momento. La retirada del consentimiento no afectará a la licitud 



del tratamiento basada en el consentimiento previo a su retirada. Antes 
de dar su consentimiento, el interesado será informado de ello. Será tan 
fácil retirar el consentimiento como darlo. 

4. Al evaluar si el consentimiento se ha dado libremente, se tendrá en 
cuenta en la mayor medida posible el hecho de si, entre otras cosas, la 
ejecución de un contrato, incluida la prestación de un servicio, se supedita 
al consentimiento al tratamiento de datos personales que no son 
necesarios para la ejecución de dicho contrato. 

Artículo 8. Condiciones aplicables al consentimiento del niño en 
relación con los servicios de la sociedad de la información. 

1. Cuando se aplique el artículo 6, apartado 1, letra a), en relación 
con la oferta directa a niños de servicios de la sociedad de la información, 
el tratamiento de los datos personales de un niño se considerará lícito 
cuando tenga como mínimo 16 años. Si el niño es menor de 16 años, tal 
tratamiento únicamente se considerará lícito si el consentimiento lo dio o 
autorizó el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, y solo en la 
medida en que se dio o autorizó. 

Los Estados miembros podrán establecer por ley una edad inferior a 
tales fines, siempre que esta no sea inferior a 13 años. 

2. El responsable del tratamiento hará esfuerzos razonables para 
verificar en tales casos que el consentimiento fue dado o autorizado por el 
titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, teniendo en cuenta la 
tecnología disponible. 

3. El apartado 1 no afectará a las disposiciones generales del Derecho 
contractual de los Estados miembros, como las normas relativas a la 
validez, formación o efectos de los contratos en relación con un niño. 

Artículo 9. Tratamiento de categorías especiales de datos personales. 

1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen 
el origen étnico o racial, las opiniones políticas, las convicciones religiosas 
o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de datos genéticos, 
datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona 
física, datos relativos a la salud o datos relativos a la vida sexual o las 
orientación sexuales de una persona física. 

2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las 
circunstancias siguientes: 



a) el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de 
dichos datos personales con uno o más de los fines especificados, excepto 
cuando el Derecho de la Unión o de los Estados miembros establezca que 
la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede ser levantada por el 
interesado; 

b) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y 
el ejercicio de derechos específicos del responsable del tratamiento o del 
interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la seguridad y protección 
social, en la medida en que así lo autorice el Derecho de la Unión de los 
Estados miembros o un convenio colectivo con arreglo al Derecho de los 
Estados miembros que establezca garantías adecuadas del respeto de los 
derechos fundamentales y de los intereses del interesado; 

c) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del 
interesado o de otra persona física, en el supuesto de que el interesado 
no esté capacitado, física o jurídicamente, para dar su consentimiento; 

d) el tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades 
legítimas y con las debidas garantías, por una fundación, una asociación o 
cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política, 
filosófica, religiosa o sindical, siempre que el tratamiento se refiera 
exclusivamente a los miembros actuales o antiguos de tales organismos o 
a personas que mantengan contactos regulares con ellos en relación con 
sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de 
ellos sin el consentimiento de los interesados; 

e) el tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha 
hecho manifiestamente públicos; 

f) el tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la 
defensa de reclamaciones o cuando los tribunales actúen en ejercicio de 
su función judicial; 

g) el tratamiento es necesario por razones de un interés público 
esencial, sobre la base del Derecho de la Unión o de los Estados 
miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en 
lo esencial el derecho a la protección de datos y establecer medidas 
adecuadas y específicas para proteger los intereses y derechos 
fundamentales del interesado; 

h) el tratamiento es necesario para fines de medicina preventiva o 
laboral, evaluación de la capacidad laboral del trabajador, diagnóstico 
médico, prestación de asistencia o tratamiento de tipo sanitario o social, o 



gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y social, sobre 
la base del Derecho de la Unión o de los Estados miembros o en virtud de 
un contrato con un profesional sanitario y sin perjuicio de las condiciones 
y garantías contempladas en el apartado 3; 

i) el tratamiento es necesario por razones de interés público en el 
ámbito de la salud pública, como la protección frente a amenazas 
transfronterizas graves para la salud, o para garantizar elevados niveles 
de calidad y de seguridad de la asistencia sanitaria y de los medicamentos 
o productos sanitarios, sobre la base del Derecho de la Unión o de los 
Estados miembros que establezca medidas adecuadas y específicas para 
proteger los derechos y libertades del interesado, en particular el secreto 
profesional, 

j) el tratamiento es necesario con fines de archivo en interés público, 
fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos, de 
conformidad con el artículo 89, apartado 1, sobre la base del Derecho de 
la Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo 
perseguido, respetar en lo esencial el derecho a la protección de datos y 
establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses y 
derechos fundamentales del interesado. 

3. Los datos personales a que se refiere el apartado 1 podrán tratarse 
a los fines citados en el apartado 2, letra h), cuando su tratamiento sea 
realizado por un profesional sujeto a la obligación de secreto profesional, 
o bajo su responsabilidad, de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los 
Estados miembros o con las normas establecidas por los organismos 
nacionales competentes, o por cualquier otra persona sujeta también a la 
obligación de secreto de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los 
Estados miembros o de las normas establecidas por los organismos 
nacionales competentes. 

4. Los Estados miembros podrán mantener o introducir condiciones 
adicionales, inclusive limitaciones, con respecto al tratamiento de datos 
genéticos, datos biométricos o datos relativos a la salud. 

Artículo 10. Tratamiento de datos personales relativos a condenas e 
infracciones penales. 

El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones 
penales o medidas de seguridad conexas sobre la base del artículo 6, 
apartado 1, sólo podrá llevarse a cabo bajo la supervisión de las 
autoridades públicas o cuando lo autorice el Derecho de la Unión o de los 



Estados miembros que establezca garantías adecuadas para los derechos 
y libertades de los interesados. Solo podrá llevarse un registro completo 
de condenas penales bajo el control de las autoridades públicas. 

Artículo 11. Tratamiento que no requiere identificación. 

1. Si los fines para los cuales un responsable trata datos personales 
no requieren o ya no requieren la identificación de un interesado por el 
responsable, este no estará obligado a mantener, obtener o tratar 
información adicional con vistas a identificar al interesado con la única 
finalidad de cumplir el presente Reglamento. 

2. Cuando, en los casos a que se refiere el apartado 1 del presente 
artículo, el responsable sea capaz de demostrar que no está en 
condiciones de identificar al interesado, le informará en consecuencia, de 
ser posible. En tales casos no se aplicarán los artículos 15 a 20, excepto 
cuando el interesado, a efectos del ejercicio de sus derechos en virtud de 
dichos artículos, facilite información adicional que permita su 
identificación. 

CAPÍTULO III 

Derechos del interesado 

Sección 1.ª Transparencia y modalidades 

Artículo 12. Transparencia de la información, comunicación y 
modalidades de ejercicio de los derechos del interesado. 

1. El responsable del tratamiento tomará las medidas oportunas para 
facilitar al interesado toda información indicada en los artículos 13 y 14, 
así como cualquier comunicación con arreglo a los artículos 15 a 22 y 34 
relativa al tratamiento, en forma concisa, transparente, inteligible y de 
fácil acceso, con un lenguaje claro y sencillo, en particular cualquier 
información dirigida específicamente a un niño. La información será 
facilitada por escrito o por otros medios, inclusive, si procede, por medios 
electrónicos. Cuando lo solicite el interesado, la información podrá 
facilitarse verbalmente siempre que se demuestre la identidad del 
interesado por otros medios. 

2. El responsable del tratamiento facilitará al interesado el ejercicio 
de sus derechos en virtud de los artículos 15 a 22. En los casos a que se 
refiere el artículo 11, apartado 2, el responsable no se negará a actuar a 



petición del interesado con el fin de ejercer sus derechos en virtud de los 
artículos 15 a 22, salvo que pueda demostrar que no está en condiciones 
de identificar al interesado. 

3. El responsable del tratamiento facilitará al interesado información 
relativa a sus actuaciones sobre la base de una solicitud con arreglo a los 
artículos 15 a 22, y, en cualquier caso, en el plazo de un mes a partir de 
la recepción de la solicitud. Dicho plazo podrá prorrogarse otros dos 
meses en caso necesario, teniendo en cuenta la complejidad y el número 
de solicitudes. El responsable informará al interesado de cualquiera de 
dichas prórrogas en el plazo de un mes a partir de la recepción de la 
solicitud, indicando los motivos de la dilación. Cuando el interesado 
presente la solicitud por medios electrónicos, la información se facilitará 
por medios electrónicos cuando sea posible, a menos que el interesado 
solicite que se facilite de otro modo. 

4. Si el responsable del tratamiento no da curso a la solicitud del 
interesado, le informará sin dilación, y a más tardar transcurrido un mes 
de la recepción de la solicitud, de las razones de su no actuación y de la 
posibilidad de presentar una reclamación ante una autoridad de control y 
de ejercitar acciones judiciales. 

5. La información facilitada en virtud de los artículos 13 y 14 así como 
toda comunicación y cualquier actuación realizada en virtud de los 
artículos 15 a 22 y 34 serán a título gratuito. Cuando las solicitudes sean 
manifiestamente infundadas o excesivas, especialmente debido a su 
carácter repetitivo, el responsable del tratamiento podrá: 

a) cobrar un canon razonable en función de los costes administrativos 
afrontados para facilitar la información o la comunicación o realizar la 
actuación solicitada, o 

b) negarse a actuar respecto de la solicitud. 

El responsable del tratamiento soportará la carga de demostrar el 
carácter manifiestamente infundado o excesivo de la solicitud. 

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando el 
responsable del tratamiento tenga dudas razonables en relación con la 
identidad de la persona física que cursa la solicitud a que se refieren los 
artículos 15 a 21, podrá solicitar que se facilite la información adicional 
necesaria para confirmar la identidad del interesado. 



7. La información que deberá facilitarse a los interesados en virtud de 
los artículos 13 y 14 podrá transmitirse en combinación con iconos 
normalizados que permitan proporcionar de forma fácilmente visible, 
inteligible y claramente legible una adecuada visión de conjunto del 
tratamiento previsto. Los iconos que se presenten en formato electrónico 
serán legibles mecánicamente. 

8. La Comisión estará facultada para adoptar actos delegados de 
conformidad con el artículo 92 a fin de especificar la información que se 
ha de presentar a través de iconos y los procedimientos para proporcionar 
iconos normalizados. 

Sección 2.ª Información y acceso a los datos personales 

Artículo 13. Información que deberá facilitarse cuando los datos 
personales se obtengan del interesado. 

1. Cuando se obtengan de un interesado datos personales relativos a 
él, el responsable del tratamiento, en el momento en que estos se 
obtengan, le facilitará toda la información indicada a continuación: 

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, 
de su representante; 

b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su 
caso; 

c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales y 
la base jurídica del tratamiento; 

d) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), 
los intereses legítimos del responsable o de un tercero; 

e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos 
personales, en su caso; 

f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos 
personales a un tercer país u organización internacional y la existencia o 
ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión, o, en el caso de 
las transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, 
apartado 1, párrafo segundo, referencia a las garantías adecuadas o 
apropiadas y a los medios para obtener una copia de estas o al hecho de 
que se hayan prestado. 



2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el 
responsable del tratamiento facilitará al interesado, en el momento en 
que se obtengan los datos personales, la siguiente información necesaria 
para garantizar un tratamiento de datos leal y transparente: 

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, 
cuando no sea posible, los criterios utilizados para determinar este plazo; 

b) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento 
el acceso a los datos personales relativos al interesado, y su rectificación 
o supresión, o la limitación de su tratamiento, o a oponerse al 
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos; 

c) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, 
letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), la existencia del derecho a 
retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la 
licitud del tratamiento basado en el consentimiento previo a su retirada; 

d) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de 
control; 

e) si la comunicación de datos personales es un requisito legal o 
contractual, o un requisito necesario para suscribir un contrato, y si el 
interesado está obligado a facilitar los datos personales y está informado 
de las posibles consecuencias de que no facilitar tales datos; 

f) la existencia de decisiones automatizas, incluida la elaboración de 
perfiles, a que se refiere el artículo 22, apartados 1 y 4, y, al menos en 
tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la 
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el 
interesado. 

3. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento 
ulterior de datos personales para un fin que no sea aquel para el que se 
recogieron, proporcionará al interesado, con anterioridad a dicho 
tratamiento ulterior, información sobre ese otro fin y cualquier 
información adicional pertinente a tenor del apartado 2. 

4. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 3 no serán aplicables 
cuando y en la medida en que el interesado ya disponga de la 
información. 

Artículo 14. Información que deberá facilitarse cuando los datos 
personales no se hayan obtenido del interesado. 



1. Cuando los datos personales no se hayan obtenidos del interesado, 
el responsable del tratamiento le facilitará la siguiente información: 

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, 
de su representante; 

b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su 
caso; 

c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales, 
así como la base jurídica del tratamiento; 

d) las categorías de datos personales de que se trate; 

e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos 
personales, en su caso; 

f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos 
personales a un destinatario en un tercer país u organización 
internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de 
la Comisión, o, en el caso de las transferencias indicadas en los artículos 
46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo, referencia a las 
garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia 
de ellas o al hecho de que se hayan prestado. 

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el 
responsable del tratamiento facilitará al interesado la siguiente 
información necesaria para garantizar un tratamiento de datos leal y 
transparente respecto del interesado: 

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, 
cuando eso no sea posible, los criterios utilizados para determinar este 
plazo; 

b) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), 
los intereses legítimos del responsable del tratamiento o de un tercero; 

c) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento 
el acceso a los datos personales relativos al interesado, y su rectificación 
o supresión, o la limitación de su tratamiento, y a oponerse al 
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos; 

d) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, 
letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), la existencia del derecho a 



retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la 
licitud del tratamiento basada en el consentimiento antes de su retirada; 

e) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de 
control; 

f) la fuente de la que proceden los datos personales y, en su caso, si 
proceden de fuentes de acceso público; 

g) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración 
de perfiles, a que se refiere el artículo 22, apartados 1 y 4, y, al menos en 
tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la 
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el 
interesado. 

3. El responsable del tratamiento facilitará la información indicada en 
los apartados 1 y 2: 

a) dentro de un plazo razonable, una vez obtenidos los datos 
personales, y a más tardar dentro de un mes, habida cuenta de las 
circunstancias específicas en las que se traten dichos datos; 

b) si los datos personales han de utilizarse para comunicación con el 
interesado, a más tardar en el momento de la primera comunicación a 
dicho interesado, o 

c) si está previsto comunicarlos a otro destinatario, a más tardar en 
el momento en que los datos personales sean comunicados por primera 
vez. 

4. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento 
ulterior de los datos personales para un fin que no sea aquel para el que 
se obtuvieron, proporcionará al interesado, antes de dicho tratamiento 
ulterior, información sobre ese otro fin y cualquier otra información 
pertinente indicada en el apartado 2. 

5. Las disposiciones de los apartados 1 a 4 no serán aplicables 
cuando y en la medida en que: 

a) el interesado ya disponga de la información; 

b) la comunicación de dicha información resulte imposible o suponga 
un esfuerzo desproporcionado, en particular para el tratamiento con fines 
de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o 



fines estadísticos, a reserva de las condiciones y garantías indicadas en el 
artículo 89, apartado 1, o en la medida en que la obligación mencionada 
en el apartado 1 del presente artículo pueda imposibilitar u obstaculizar 
gravemente el logro de los objetivos de tal tratamiento. En tales casos, el 
responsable adoptará medidas adecuadas para proteger los derechos, 
libertades e intereses legítimos del interesado, inclusive haciendo pública 
la información; 

c) la obtención o la comunicación esté expresamente establecida por 
el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al 
responsable del tratamiento y que establezca medidas adecuadas para 
proteger los intereses legítimos del interesado, o 

d) cuando los datos personales deban seguir teniendo carácter 
confidencial sobre la base de una obligación de secreto profesional 
regulada por el Derecho de la Unión o de los Estados miembros, incluida 
una obligación de secreto de naturaleza estatutaria. 

Artículo 15. Derecho de acceso del interesado. 

1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del 
tratamiento confirmación de si se están tratando o no datos personales 
que le conciernen y, en tal caso, derecho de acceso a los datos personales 
y a la siguiente información: 

a) los fines del tratamiento; 

b) las categorías de datos personales de que se trate; 

c) los destinatarios o las categorías de destinatarios a los que se 
comunicaron o serán comunicados los datos personales, en particular 
destinatarios en terceros u organizaciones internacionales; 

d) de ser posible, el plazo previsto de conservación de los datos 
personales o, de no ser posible, los criterios utilizados para determinar 
este plazo; 

e) la existencia del derecho a solicitar del responsable la rectificación 
o supresión de datos personales o la limitación del tratamiento de datos 
personales relativos al interesado, o a oponerse a dicho tratamiento; 

f) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de 
control; 



g) cuando los datos personales no se hayan obtenido del interesado, 
cualquier información disponible sobre su origen; 

h) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración 
de perfiles, a que se refiere el artículo 22, apartados 1 y 4, y, al menos en 
tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la 
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el 
interesado. 

2. Cuando se transfieran datos personales a un tercer país o a una 
organización internacional, el interesado tendrá derecho a ser informado 
de las garantías adecuadas en virtud del artículo 46 relativas a la 
transferencia. 

3. El responsable del tratamiento facilitará una copia de los datos 
personales objeto de tratamiento. El responsable podrá percibir por 
cualquier otra copia solicitada por el interesado un canon razonable 
basado en los costes administrativos. Cuando el interesado presente la 
solicitud por medios electrónicos, y a menos que este solicite que se 
facilite de otro modo, la información se facilitará en un formato 
electrónico de uso común. 

4. El derecho a obtener copia mencionado en el apartado 3 no 
afectará negativamente a los derechos y libertades de otros. 

Sección 3.ª Rectificación y supresión 

Artículo 16. Derecho de rectificación. 

El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del 
responsable del tratamiento la rectificación de los datos personales 
inexactos que le conciernan. Teniendo en cuenta los fines del tratamiento, 
el interesado tendrá derecho a que se completen los datos personales que 
sean incompletos, inclusive mediante una declaración adicional. 

Artículo 17. Derecho de supresión («el derecho al olvido»). 

1. El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del 
responsable del tratamiento la supresión de los datos personales que le 
conciernan, el cual estará obligado a suprimir sin dilación indebida los 
datos personales cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 



a) los datos personales ya no sean necesarios en relación con los 
fines para los que fueron recogidos o tratados de otro modo; 

b) el interesado retire el consentimiento en que se basa el 
tratamiento de conformidad con el artículo 6, apartado 1, letra a), o el 
artículo 9, apartado 2, letra a), y este no se base en otro fundamento 
jurídico; 

c) el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, 
apartado 1, y no prevalezcan otros motivos legítimos para el tratamiento, 
o el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, 
apartado 2; 

d) los datos personales hayan sido tratados ilícitamente; 

e) los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una 
obligación legal establecida en el Derecho de la Unión o de los Estados 
miembros que se aplique al responsable del tratamiento; 

f) los datos personales se hayan obtenido en relación con la oferta de 
servicios de la sociedad de la información mencionados en el artículo 8, 
apartado 1. 

2. Cuando haya hecho públicos los datos personales y esté obligado, 
en virtud de lo dispuesto en el apartado 1, a suprimir dichos datos, el 
responsable del tratamiento, teniendo en cuenta la tecnología disponible y 
el coste de su aplicación, adoptará medidas razonables, incluidas medidas 
técnicas, con miras a informar a los responsables que estén tratando los 
datos personales de la solicitud del interesado de supresión de cualquier 
enlace a esos datos personales, o cualquier copia o réplica de los mismos. 

3. Los apartados 1 y 2 no se aplicarán cuando el tratamiento sea 
necesario: 

a) para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información; 

b) para el cumplimiento de una obligación legal que requiera el 
tratamiento de datos impuesta por el Derecho de la Unión o de los 
Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento, o para 
el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el 
ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable; 

c) por razones de interés público en el ámbito de la salud pública de 
conformidad con el artículo 9, apartado 2, letras h) e i), y apartado 3; 



d) con fines de archivo en interés público, fines de investigación 
científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 
89, apartado 1, en la medida en que el derecho indicado en el apartado 1 
pudiera hacer imposible u obstaculizar gravemente el logro de los 
objetivos de dicho tratamiento, o 

e) para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones. 

Artículo 18. Derecho a la limitación del tratamiento. 

1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del 
tratamiento la limitación del tratamiento de los datos cuando se cumpla 
alguna de las condiciones siguientes: 

a) el interesado impugne la exactitud de los datos personales, 
durante un plazo que permita al responsable verificar la exactitud de los 
mismos; 

b) el tratamiento sea ilícito y el interesado se oponga a la supresión 
de los datos personales y solicite en su lugar la limitación de su uso; 

c) el responsable ya no necesite los datos personales para los fines 
del tratamiento, pero el interesado los necesite para la formulación, el 
ejercicio o la defensa de reclamaciones; 

d) el interesado se haya opuesto al tratamiento en virtud del artículo 
21, apartado 1, mientras se verifica si los motivos legítimos del 
responsable prevalecen sobre los del interesado. 

2. Cuando el tratamiento de datos personales se haya limitado en 
virtud del apartado 1, dichos datos solo podrán ser objeto de tratamiento, 
con excepción de su conservación, con el consentimiento del interesado o 
para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones, o con 
miras a la protección de los derechos de otra persona física o jurídica o 
por razones de interés público importante de la Unión o de un 
determinado Estado miembro. 

3. Todo interesado que haya obtenido la limitación del tratamiento 
con arreglo al apartado 1 será informado por el responsable antes del 
levantamiento de dicha limitación. 

Artículo 19. Obligación de notificación relativa a la rectificación o 
supresión de datos personales o la limitación del tratamiento. 



El responsable del tratamiento comunicará cualquier rectificación o 
supresión de datos personales o limitación del tratamiento efectuada con 
arreglo al artículo 16, al artículo 17, apartado 1, y al artículo 18 a cada 
uno de los destinatarios a los que se hayan comunicado los datos 
personales, salvo que sea imposible o exija un esfuerzo 
desproporcionado. El responsable informará al interesado acerca de 
dichos destinatarios, si este así lo solicita. 

Artículo 20. Derecho a la portabilidad de los datos. 

1. El interesado tendrá derecho a recibir los datos personales que le 
incumban, que haya facilitado a un responsable del tratamiento, en un 
formato estructurado, de uso común y lectura mecánica, y a transmitirlos 
a otro responsable del tratamiento sin que lo impida el responsable al que 
se los hubiera facilitado, cuando: 

a) el tratamiento esté basado en el consentimiento con arreglo al 
artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), o en 
un contrato con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra b), y 

b) el tratamiento se efectúe por medios automatizados. 

2. Al ejercer su derecho a la portabilidad de los datos de acuerdo con 
el apartado 1, el interesado tendrá derecho a que los datos personales se 
transmitan directamente de responsable a responsable cuando sea 
técnicamente posible. 

3. El ejercicio del derecho mencionado en el apartado 1 del presente 
artículo se entenderá sin perjuicio del artículo 17. Tal derecho no se 
aplicará al tratamiento que sea necesario para el cumplimiento de una 
misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos 
conferidos al responsable del tratamiento. 

4. El derecho mencionado en el apartado 1 no afectará 
negativamente a los derechos y libertades de otros. 

Sección 4.ª Derecho de oposición y decisiones individuales 
automatizadas 

Artículo 21. Derecho de oposición. 

1. El interesado tendrá derecho a oponerse en cualquier momento, 
por motivos relacionados con su situación particular, a que datos 



personales que le conciernan sean objeto de un tratamiento basado en lo 
dispuesto en el artículo 6, apartado 1, letras e) o f), incluida la 
elaboración de perfiles sobre la base de dichas disposiciones. El 
responsable del tratamiento dejará de tratar los datos personales, salvo 
que acredite motivos legítimos imperiosos para el tratamiento que 
prevalezcan sobre los intereses, los derechos y las libertades del 
interesado, o para la formulación, el ejercicio o la defensa de 
reclamaciones. 

2. Cuando el tratamiento de datos personales tenga por objeto la 
mercadotecnia directa, el interesado tendrá derecho a oponerse en todo 
momento al tratamiento de los datos personales que le conciernan, 
incluida la elaboración de perfiles en la medida en que esté relacionada 
con la citada mercadotecnia. 

3. Cuando el interesado se oponga al tratamiento con fines de 
mercadotecnia directa, los datos personales dejarán de ser tratados para 
dichos fines. 

4. A más tardar en el momento de la primera comunicación con el 
interesado, el derecho indicado en los apartados 1 y 2 será mencionado 
explícitamente al interesado y será presentado claramente y al margen de 
cualquier otra información. 

5. En el contexto de la utilización de servicios de la sociedad de la 
información, y no obstante lo dispuesto en la Directiva 2002/58/CE, el 
interesado podrá ejercer su derecho a oponerse por medios 
automatizados que apliquen especificaciones técnicas. 

6. Cuando los datos personales se traten con fines de investigación 
científica o histórica o fines estadísticos de conformidad con el artículo 89, 
apartado 1, el interesado tendrá derecho, por motivos relacionados con su 
situación particular, a oponerse al tratamiento de datos personales que le 
conciernan, salvo que sea necesario para el cumplimiento de una misión 
realizada por razones de interés público. 

Artículo 22. Decisiones individuales automatizadas, incluida la 
elaboración de perfiles. 

1. Todo interesado tendrá derecho a no ser objeto de una decisión 
basada únicamente en el tratamiento automatizado, incluida la 
elaboración de perfiles, que produzca efectos jurídicos en él o le afecte 
significativamente de modo similar. 



2. El apartado 1 no se aplicará si la decisión: 

a) es necesaria para la celebración o la ejecución de un contrato entre 
el interesado y un responsable del tratamiento; 

b) está autorizada por el Derecho de la Unión o de los Estados 
miembros que se aplique al responsable del tratamiento y que establezca 
asimismo medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades 
y los intereses legítimos del interesado, o 

c) se basa en el consentimiento explícito del interesado. 

3. En los casos a que se refiere el apartado 2, letras a) y c), el 
responsable del tratamiento adoptará las medidas adecuadas para 
salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del 
interesado, como mínimo el derecho a obtener intervención humana por 
parte del responsable, a expresar su punto de vista y a impugnar la 
decisión. 

4. Las decisiones a que se refiere el apartado 2 no se basarán en las 
categorías especiales de datos personales contempladas en el artículo 9, 
apartado 1, salvo que se aplique el artículo 9, apartado 2, letra a) o g), y 
se hayan tomado medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y 
libertades y los intereses legítimos del interesado. 

Sección 5.ª Limitaciones 

Artículo 23. Limitaciones. 

1. El Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique 
al responsable o el encargado del tratamiento podrá limitar, a través de 
medidas legislativas, el alcance de las obligaciones y de los derechos 
establecidos en los artículos 12 a 22 y el artículo 34, así como en el 
artículo 5 en la medida en que sus disposiciones se correspondan con los 
derechos y obligaciones contemplados en los artículos 12 a 22, cuando tal 
limitación respete en lo esencial los derechos y libertades fundamentales 
y sea una medida necesaria y proporcionada en una sociedad democrática 
para salvaguardar: 

a) la seguridad del Estado; 

b) la defensa; 



c) la seguridad pública; 

d) la prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de 
infracciones penales o la ejecución de sanciones penales, incluida la 
protección frente a amenazas a la seguridad pública y su prevención; 

e) otros objetivos importantes de interés público general de la Unión 
o de un Estado miembro, en particular un interés económico o financiero 
importante de la Unión o de un Estado miembro, inclusive en los ámbitos 
fiscal, presupuestario y monetario, la sanidad pública y la seguridad 
social; 

f) la protección de la independencia judicial y de los procedimientos 
judiciales; 

g) la prevención, la investigación, la detección y el enjuiciamiento de 
infracciones de normas deontológicas en las profesiones reguladas; 

h) una función de supervisión, inspección o reglamentación vinculada, 
incluso ocasionalmente, con el ejercicio de la autoridad pública en los 
casos contemplados en las letras a) a e) y g); 

i) la protección del interesado o de los derechos y libertades de otros; 

j) la ejecución de demandas civiles. 

2. En particular, cualquier medida legislativa indicada en el apartado 1 
contendrá como mínimo, en su caso, disposiciones específicas relativas a: 

a) la finalidad del tratamiento o de las categorías de tratamiento; 

b) las categorías de datos personales de que se trate; 

c) el alcance de las limitaciones establecidas; 

d) las garantías para evitar accesos o transferencias ilícitos o 
abusivos; 

e) la determinación del responsable o de categorías de responsables; 

f) los plazos de conservación y las garantías aplicables habida cuenta 
de la naturaleza alcance y objetivos del tratamiento o las categorías de 
tratamiento; 

g) los riesgos para los derechos y libertades de los interesados, y 

h) el derecho de los interesados a ser informados sobre la limitación, 
salvo si puede ser perjudicial a los fines de esta. 
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